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pRcliv'lme'l1te. el archivo de las actuaciones en las dilig€Hdas
pl'tJv:<lS incoadas a. instancia suya. Ahora bien. si el plantea­
miento LO cuestión es susceptible de CQndtcionar·.8 respuesta
de este Tribunal en función de la demanda, eUo no ha de .ser
óbice a ;lna cuidadosa matización en orden a la protecci6a pe­
nal de los derechos fundamentales. Ha de quedar claro que ~l
legislador puede proteger los derechos rUndamenta~es penal.
mente y en tal caSo no es posible desconocer que la protec­
ción p'eoal forma parie del derecho fundamental mismo y qUE:
la interpretación de acuerdo con la Constitución de las normas
penales relativas a los derechos fundamentales ea asUllto de
la competencia de este Tribunal. 51 se produce. pues una
perturbación del derecho fundamental que sea petlada por la
Ley hay un derecho del ciudadano a esta protección, prevista
por' la Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de protecct.ón jurisdic­
cional de ~os derechos fundamentales de la persona, en su
Sección 1, junto a la garantía contencioso-administrativa (Se~
ción m y la civil (Sección UD: derecho que puede hacerse
valer también en último término mediante el recurso de am­
paro constitucional ante este Tribunal.

Otra cosa es. sin embargo. la calificación penal que de
los hechos a.legados haga el Juez o Tribunal ordinsrio en el
ejercicio de la competéncia que 1ft otorga el articuio 117.3 da
la Constitución Española. En el presente caso, Ell ~\lez de
Instrucción de Las Palmas de Gran Canaria ha entendIdo que
los hechos denunciados por el hoy recurrente en amparo no
encajan en los Supu88tos de los articulas 172 y 494 del Código
Penal es decir, que no constituyen los deUto. en ellos tipi­
ficados y denunciados. El recurrente en amparo. entre I_a· va­
rias opciones jurisdiccionales de que disponla para. pedir el
restablecimiento de su derecho fundamental supuestamente
violado, como pudo ser la de impugnar el acuerdo db la Junta
Directiva y de la Asamblea General de la Confederación
~anaria de Empresarios¡ escogió la del orden penal, que
diO como resultado el archivo de las actuaciones. decl )\bda
y confirmada en cuatro resoluciones Judiciales sUCf"sivas. En
esta Itnea de a~tuac1ón del hoy rec11IT8nte en amparo. el
Juez de InstruCCIón. confrontando con su querella cri1J.iud.!
no p.udo entrar en la validez del requertm1ento al señor Suárez
Megias o del acuerdo en cuestión que poclfan Viol&.l' el dere­
cho de asociación del recurrente, sino tan sólo considerar si
1?S hechos ~e?unciados son o no puniblee. Desde esta perspec­
tIva, la deCiSIón del Juez no es una vulneración del derecho
de asociación.

Tercero.-Las garanUas jurisdiccionales de loe derechos fun.
damentales Uenen en 1& Ley 8211978, de 26 didembre. como
ya hemos señalado, una triple dimensi6n correspondiendo a
la civil el carécter ele ordinaria y plena para el conocimiento
de las reclamaciones que le formulen respecto a las lesiones
en las que el autor tenga la condición de particular. En el
presente caso. por el contrario, el recurrente. do:r. Benjamín
Lorenzo Arada, optó por formular querella contra don José
Suárez Magias, y con ello limitó la. posibilidades de la tutela
judicial otorgable¡ pues, además de marginar a la asociación
em~resarial. aunque las acciones penal y c1vU que nacen del
d~hto sean susceptibles de ejercido conjunto en e~ procedi­
mIento penal, conforme a los artículos 100 y siguIentes de la
Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECr) , ello .sólo es posible
con al alcance de los artieulOl 101 y siguientes de) Código
Penal; ~, en todo caso, para que se produzca cualquier otro
p.ronunclamiento es preciso necesariamente la condIción delIc­
tIva de los hechos objeto del procedimiento. Por ello los autoa
a qu:e se contrf;'e ~a impugnación que se efectúa en el amparo
no tiene otro SlgOlflcado Que el que le otorga el procedimiento
en qUe se dIctan, conforme el articulo 780 de la Ley de Entui.
ciamiento CrimInal¡ simplemente que los hechos no son con'.
tituti.v0~ de Infracción penal, v sin que ello suponga UD pro­
nunCimlento sobre licitud constitucional alguna al margen de
la anttiuridicidad penal. que. como queda dicho. no podlan
ef~ctuar. De esta forma no .e ratificó judlcialmentf3, de haber
eXistido, una violación del derecho de Ubre asoclacVm (articu­
lo 22.1 de la CE) que no tuviera trascendencia punitiva por·
que, dada la via en que su tituJar residenció el conoci~I\"'!'tc
de aquélla, no cabía a los órganos ludldales una reparación
distinta de la penal.

Cuarto.-La segunda vulneración de derecho fun~amental

que SI" ;mpu~a 'i las resoluciones judiciales. de la que se hace
deduciI pcr ~L actor el ot.orgamiento del ampara pa....a la conti­
tluanón del procedmliento penal, es la falta de tutela judicial
efectiva <articulo 24.1 de la CE). que se habría producido por
negarse imcialmente de forma no razonable id. condición .1E::1ic­
tiva a los hechos objeto de la querella. Pero esta lesió:l. que
d~ haber ex~tido si seria atribuible de modo mmediato y 1itbC­
t:::l a actos judiciales (artículo 44.1.b). de la LOTC) , no ¡%u.lta.
aprtK:iable, pues como ha señalado, este Tribunal¡ el archivo
antlcipado de actuaciones penalea en fase instructora. concre­
tamente el adoptado conforme aa sansu contrarlo- al art1cu~

lo 789 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (sentenci." 18/
1983. de 29 de noviembre, aBoleUn Oficial del Estado-- de 14
de diciembre), e incluso la misma desestimación dt. la que­
rella según el artículo 313 de 1& Ley de Enjuiciamiento Cri­
minal, no constituye por si UD doS(.onocirmenLo del d"'!'oc.ho
fundamental ret:onncido en el articulo 24..1 de la ConstituciÓD
Española, si SE:! obtiene decisión judicial fundada dD derecho.
E'l el presente caso ésta se produce. aunque sin fund unen­
tación en el auto del Juez, y en el de la Audiencia. subsa­
nándose e.n éste la ausencIa de dicha fundamentaci6n. que
vIene exigIda al menos para el proceso en su totalidad desde
la perspectiva del articulo 24.1 de la Constitución EsPañola..
Ahora bien, le jurisprudencia constitucional ha puesto reite­
radamente de relieve que corresponde a los Tribunales penales
la Bubsuncián de las condl;lctas en los tipos, y que tratándose
de la interpretación v aplicación de la legalidad ordinaria el
criterio sustentado por los órganos judicial<!S1 no puede, ser
sustituido por el Tribunal Constitucional. .0 cual conv l..tiria
el amparo en una revisión que no es propia de '>u especifica
naturaleza. Só~o cuando los razonamientos fundamentadores­
de la decisión judicial constituyen en si mismos violació.l de
un derecho constitucionalmente amparable cabe la estimación
de la pretensl6'1 que en este ámbito se formule.

El aquI recurrente. habiéndose acogido al procodLnl mto
previsto en la Sección I de la ya mencionada Ley 6211978 no
obtuvo fin':!] 'lIef'te en la vfa penal elegida la tutea deseBda
mas no dejó de recibir, en lec¡ dos instan("'iJts en qu.e s~
desenvolvió al proceso por él promovido, resoluciones razo­
n!!d~s en derecho v emitida.a tras una valoración a.e! mat'1rlal
f~ctIcO aportado a las actuaciones. Que la libertad de asocia­
cl.ón es objeto de pr?tección penal en el articulo 17~ del Có­
digo Penal fJO'! admlti~o por el Juez de Instrucción do [.8S
P.al~as de Gran Canana, que abrió las dil1gencias solicitadas,
SI bIen pegand? a la conclUBión de que no habia delito en 101
~echos de~unclados,. "J no procede que este Tribunal revIse la

. mterpretacIón y aplicación qU3 de este precepto penal hiciera
Lo mismo ~ay. que de:eir~ si bien con una reserva, del auto
de l~ A~dl~nCla Prov1Ooal de 28 de marzo de 1983. Como
también lDsmúa el Ministerio Fiscal, éste fue sin duda mú
apa de lo Que en rigor exlgia la cuestión planteada en el
recurso de apelación, formulando afirmaciones sobre la no
vulneraci~n por el acuerdo de la Confederación Canaria de
Emprec¡arl08 del articulo 22.1 de la Constitución Espal'lola que
esta Sala no puede sino calificar de Improcedent¿i1 ni desde
luego hacer suyas sin mas. Pero esta consideración critica
no pued~ IIcvarnlJsmás aIJa de esta reserva, y co'oo no toda
vulneraCIón de dprecho fundamental implica delit.o tampoco
cabe revisar ~I pronunciamiento de la Audiencia que al con­
firmar que os hechos denunciados no eran cons'jt~tiv08 de
delito, se mueve en el plano de la estricta legalidad.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el TrIbunal Constitucional
POR LA AU n''lIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAI'IOLA,

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don BenJamtn Lorenzo
Arada.

Dada en Madrid a 12 de Junto de 1984.-Firmad,J: Jerónimo
Arozaltiena Sierra -FranCISCo Rubio Llorente.-Luis Diez Pl­
cazo.-Francisco lorr.ás 'Y Valiente.-Antonio Truyol Sarra.­
Francisco Pera Verdaguer.-Rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la ~iguiente

El Pleno ~el Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel G.arcla-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Aro­
z!imena Slerra, don Angei LaLorre Segura, don Manuel Diez de"
velasco Vallejo. don Francisco Rubio Llorente, doña Gloria
Begué. Cantón. don Luis Diez-PicazO', don Francisco Tomas
y ValIente. don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel liseu·
dero del Corral, don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pl:lra
Verdaguer, Magistrados. ha pronunciado

15820 Pleno. Recur.llo previo de inconstitucionalidad nÚo­
'!'l--6T? 883!l983.-Sentencta numero 12/19IH, de 14 d.
lumo.

SENTENCIA

en el recurso previo de inconsUtucionalldad número 863/1983.
interpuesto por don L1.Ús Fernénctez Fernández-Madrid y 52
Senadore::!l más, contra el texto defmltivo del proyecto de Ley
Orgánica de Incompatibilidades de Diputados y Senadores En
el recurso de inconstituc1onahdad han sido parte los Senadores
recurrentes y el Abogado del _Estado, y ha sido Ponente el
Magistrado don Luis Diez-Picaza, quien expresa el pareC"1. del
Tnbunal.

1. ANTECEDENTES

1. Con fecha 20 de diciembre de 1983 concluyó en el
Congreso de los Diputados la tramitación parlamentaria del
proyecto de Ley Orgánica sobre Incompatibilidades de Diputa­
dos y Senadores, siendo aprobado su texto.
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El dia siguiente. don LUIs F~rn;\ndez Fernandez Mtidrid y 52
Senadores más. actuando de coniormidadcon lo dlSpll~.sto

en el articulo 791 de .8 Ley UrgániL8 de ~t.. Tribunal :·:~"pr

pusieron recurso previo de inCOnSf,ltu"ionahdad contra el moo
ciooado texto.

Después dE' tenerse por i.nterpuesto el recurso y recaba rse
la remisión del texto definitivo, se dio visttl. de él a los Sella­
dores rerurrentes, a fin de que en el alazo d~ quince días for·
malizaran el recurso, laque los ~nadore6 p.fectuaron por es­
crito de 26 de enero de 1984 en el cualsolkit.ttn,n lB decl~: a·
ción de inconstitucionalidad de la totalidad del texto o. su
suhsiguientcmente. la de 'los arUcu,'os 1, 6 Y 7, así como la de
}a disposición transitOria.

Segundo.-La pretensión antedicha de los Senadores re u·
rrentes se fundaba en las sigUientes consirleraciunes:

11 El texto recurrido vulnera lo presLrito en el articulu 70.1
de la Constitución, según el cual .da Ley Ele.:toral df:'termin'ltá
las causas de ¡nelegibilidad de los Diputados y Senadores...•

Esta Ley ElectoraL como se deduce con claridad de lo diS­
puesto en el artículo 81.1, ha de ser tramitada y aprobada con
el carácter de Ley Organica, pero no basta con esta caUlela
formal, sino que es preciso, a ténor de la Constitución, que
sea la Ley Electoral la que regula la incomp,ltibilidaC'l':l N,_
es éste el único caso, d6ntro de la Constitución, en que se
exige una Ley -Organica especifica pa.ra. regular una det.ermi
nada instit;Jci¿n o materia Baste mencionftc el articu;} 165
de acuerdo con el cual -una Ley Orgánica, regulará el fun
cionamient.o del Tribunal Constitucional .. , y ia dicción literal
del primer inciso del articulo 116, según el cual .,una Ley Dr·
gánica regulará los estado" de alarma de excepción y de sitio-o
Son formu:aciones contundentes de nuestra norma fundampn·
tal, que no admiten réplica. La. Constitución dice que el estado
de alarma no puede regularse dentro del Código Penal. pur
mucho caracter y categoría formal de Ley Orgánica que a éste
pueda darsele. En la cuestión de las iO(ompatihjlirlad~s exis­
ten razones precisas y concretas plira que su regulacü'm hava
de hace:-se precisamente a través de la Ley Electoral. Es ·in'le
gable la vinculación que existe entre el proceso elertoral y
las incompatibilidades pues ambas institucionf'~ tratan de ve­
lar por la pureza de la manifestación electoral y de su mas
inmediata conseor'uenria, el mandato parlamentario. que con*
vierte a los elegidos en representantE'ls de la Naclón, per mitlén­
dales actuar en nombre de ésta. De ahl que murhas leg1sia·
ciones confundan inelegibilidad e incompatibilidad o regulen
causas comunes para ambos institutos y que a veces se hable
de ineleg:bilidades sobrevenidas para referirse B., lo que son en
puridad las más de las veces auténticas incompaUbHidades. De
otra parte, lAS incompatibilidades deben ser objeto de control
de manera inmedIata al ploceso electoral, aunque tambi~n-y
ello no debilita la fuerza del ar/ltumfJnto- siempre que se in­
corporen a las Cámara,:; nuevos PE'.rlamentarios o cambien sus
cirl:JTJstancias. Rf'suita por ello conveniente que su regulación
so raalice pOI" la Ley Elector~l. El Código Electoral, ademas, for­
ma un todo con. muchas oipzas, que. aisladas, son perturba­
doras. ¿Tendría sentido ha,'er, mediada la legislatura de las
Cortes, una Ley que estctb!E:CleSo:! en cuatrocientos el númpro
d3 Diputados {como permite el artículo 81.1l, disolver las Cá­
maras para elegir a aquéllos de 8cuerdocon el nuevo sistema
de distribución de escafl,)s por provlneta, y más tarde, al ca­
m~enzo deo la siguiente legislatura, remitir a las Cámaras, tra­
mitar y aprobar una Ley de Incompatibilidades parlamentarias?
Cuando el artículo 70.1 habla E'ispeclficamp.nte de Ley Electoral,
piensa en el ejemplo que SE? hA puesto y en otros muchos que
podrian ocurrir. Queda claro. put's, no sólo la dirción literal
de la norma fundamental, sino también su vo:untad y la teleo­
logíá del precepto Cu!"iúsarnt!"nie. admnás. ::'s uno de los 02'COS
preceptos que en la tramitación padamentar~a no sufri6 nin·
guna modificación y pprmar.eció inAlterado, Si bien con d1.5­
tinta numeración, ya qUe fue articulo 61 en el anteproyecto,
hasta llegar al attua1 númrro 70 dentro del texto definitfvo de
la C(JYl'Stitución. Los comentaristas de la Constitución dan por
sentado -auque alguno se manifieste crítlcamente respecto a
la fórmula empleada- que ha de ser la Ley Electoral, y no
otra norma distinta, sea ordinaria u orgánica, la que por im­
perativo constitucional ha de J'Pgular las incompatibilidades de
Diputados y Senadores.

Frente a la nitidez con que se expresan, tanto en la Consti­
tución como la doctrina ningún valor tienen el texto dAI
preámbulo y de la disp('lsición adicional del texto que recu­
rrimos, pUE"S no hacen sino dar la razón a esta parte. El p::\­
erafo cuarto del preámbulo díceque teniendo en cuenta que
el articulo 70.1 de la Constitución establece que las causas
de incompatibilidad de Diputados v Senadores se det~rml LElrán
en la Ley Electoral, se estima necesario. entre tanto eia'lorar
ésta, anticipar la regulación de dichas incompatibilidades en
una Ley Orgá.nica específica .cuyO articu lado constituirá. parte
de la tutura Ley Electoral, en la qUe deberá integrarse. Por
su parte, la disp06kión adicional (que en el proyecto de Ley
afirmaba: .,EI articulado precedente de esta Ley OrgAnica habrá
de adaptarse en BU contenido y sistemática al texto completo
de la futura Ley Electoral .. ), en Su redacción definitiva ':"l:pro­
duce textualmente el último inciso del transcrito párrafo cuarto
del preámbulo.

A la vista de estos textos es palmario que estamos Rn ~~ un
subterfugio legislativo que, sin acometer, con todos los riesgos
que conlleva, ·la redacción de una siempre compleja t.ey Elec-

toral, pretende desga.iar de la misma una parte ~$endal. seg-ún
lo expresa la Constitución, para, una vez hecha u~luélJa, inte­
grar en la misma el texto deflmtivo qUe impugnamos. Se trata,
como diLe su preámbulo, de anticipar la regulación de incom­
patibilidadeA ante~ de que se produzca la Ley Electoral que
exigp el articulo 701 de la Constitución. Frente a 10 dicJ1L se
puede sostener que hay ya dictrina del Tribunal Constitucio­
nal en la que se admite la legislación por partes de determi­
nada materIa y se puede citar el fundamento jurídico 1, in fine,
de la sentencia de ~8 de febrero de 1982, recaida en el recurso
de inconstitucionalidad número 23411981, en la que puede leer­
se que tal concreción no puede .,ser interpretada como exigen­
cia de que el régimen estatutario de 109.funcionarios, que es
un concepto doctrinal. quede estllblecido en un solo cuerpo
normativo, de manera que resulte contraria a la Constitución
toda normación de aspedos determinados. y que .. la interdiC­
ción de una normación parcial de determinada materia. lm­
piicaría, sin duda una norma excepcional que sólo puede es­
timarse existente cuando explícitamente ha sido establecido_o

A este respectL cal:-e hacer dos consideraciones: En primc~r

términQ, qut" es seguro que la Constitución, en el caso que
nos ocupa, ha querido explfcitamente que exista un Código
electoral ún ico. en el que tengan su regulación las incompa­
tibilidades parlamentarias, constituyendo uno de los casos o
normas excepcionales a que alude la doctrina del Tribunal, y,
en segundo lugar, en conexióu con lo que más tarde digamos
(en relación con les articulas 23 y 9 de la Constitución, funda·
mentalmente), que aun admitiendo que la materia de incom­
patibilidades pudiera regularse al margen de la Ley Electoral,
15 doctrina de la Citada sentencia del Tribunal Constltucional
hay que entenderla referida a textos que pueden entrar en
vigor V desplegar su vigencia en cualquier momento, y ello
no es predicable del instituto de las incompatibilidades parla­
mentarias, que, por su propia esencia, deben estar definirlas
y reguladas normativamente con anterioridad al momento en
que se accede al cargo púbhco representativo, objeción ésta
Que no era válida para el supuesto al qUe se referia la reite­
rada sentencia de 8 de febrero de 1982.

2.a El tHto impugnado viola la disposición transHoria ~ 'a, 3
dp- la Constitución, según la cual .,en caso de disolución, de
acuerdo con 10 prescrito en el articulo 115, y si no se hubiera
desarrollado legalmente lo previsto en los articulas 68 y 69,
serán de aplicación en las elecciones las normas vigentes con
anterioridad, con las solas excepciones de que en lo referent.e
a inelegibilidades e incompatibilidades se aplicará. directamente
lo previsto en el inciso segundo de la letra b) del apartado 1
del articulo, 70 de la Constitución, asi como lo dispuesto en
la misma respecto de la edad para el voto y lo establecido en
el articulo 69.3•.

Este texto es de capital importancia por varios motivos.
Vuelve a recordar la voluntad y el espíritu que anima al texto
constitucional de regular las inelegibilidades y las incompati­
bilidades en un mismo ~ú.erpo legal. que no puede se. utro
que la Ley Electoral. Da por sentado que la normativa apli­
cable a todo el proceso electoral y a las incompatibilidades ha
de ser previa a la apertura del propio proceso. De ahí que
haJita expresa referencia a las normas que han de re~ir en caso
d~ disolución, y de ahí también la manifestación de declarar
vigentes para este supuesto las incompatibilidades existentes
hasta ese momento y la aplicación del inciso que se menciona
del articulo 70.1 de la Constitución.

Frente a la lógica de este proceso, el texto recurrido des­
ordena los pasos a dar, "tergiversa el espfritu y el texto de la
Constitución y constituye, sobre todo por su disposición trans­
sitoria, una clara violación de la norma fundamental.

El texto impugnado desconoce las indudabl~s afirmaciones
constitucionales en el sentido de que la· Ley Electoral ha de
regular las incompatibilidades parlamentarias. Hace una regu­
lación ex novo de la materia y pretende aph:ar sus preceptos
a unos parlamentarios que han pasado ya la prueba de las
incompatibilidades inmediatamente después de las eletciones,
con pronunciamientos favorables de las propias Cámaras, lo
cual, apa¡'te de lo que mas tarde se indicará, viola el principio
d~ los actos propios y los preceptos reglamentarios que impi­
den volver sobre lo ya votado.

3.a El texto impugnado viola el artículo 1.1 de la Consti­
tución. según el cual .,la soberanía nacional reside en el pue*
blo español, del que emanan los poderes del Estado».

Esta afirmación, en términos de teoría política, conecta (:on
otros principios de la organización democrática de nuestro ám·
bita cultura1: de una parte, conecta, con los derechos recono­
cidos en el articulo 2.1 de la Constitución, en el que se recogen
los derechos de acceso a cargos y funciones públicas y de per­
manencia en unos y otros; en segundo lug~r,con el Cue.rpo
Electoral como. expresiónluridico~positivavisibleY tangIble
de la Nación o Pueblo y, por último, con la teoria de la repre­
sentación entendida en su relación de necesariedad y no de
contin~encia con respecto a la elección, de manera que ésta
y la representación qUf>dan indisolublemente anuladas. Estas
afirmaciones. que tienen un hilo conductor único (Cuerpo ~lec­
toral· su mAnifestación más usual: las elecriones: y "hecto
iurídico-político de las mismas: la, representación e~ fav~r de
quien resulte elegido), conectan también de manera mdubltada
con las incompatibilidades. Asi, ha podido decir reciente~eJ.1te
el Tribunal Constitucional que el cese en el cargo pubhco
representativo al ql1e se accede en virtud el sufragio, no puede
depender de una voluntad ajena a la de los electores, Y even-
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tualmente. & la de loa electores, Y. eVlitotualmente, a la ,je:
elegido (fundamento jurídico 4, eJ. de la sent.encia del 1"nI.H'w4!
Constitucional de t de febrero, recaída en el recurso de am­
paro numero 5/1983.),

En consecuencia. UDA vez superado el correspondiente exa­
men de incompatibilidad. (y aat s8 ha hecho ya en la presente
Legislatura: véase. el .Diario de- l?eaiones del Congre:;? . J.:. lo:
Diputados_ número 5, correspondiente al dia 14 de dlClelllbr,:,
de 1982, en el que consta el debate de la propuesta elaborad....
por la Comisión del Estatuto de 108 Diputaa08 en relación co,?
las incompatibilidades como es preceptivo de confortnulad .coo
lo dispuesto en el articulo 19 del rigente Reglamento de dicha
CAmara de 10 de febrero de 1082. asi como el _Diario de SesIO­
nes .. nu'mero 2 del Senado, correspondiente a 15 de diciembre
de 1982 sesión en la que se discutió el Dictamen de la ComisiÓn
de Incompatibilidades, elaborado- en cumplimiento de lo esta­
blecido en el articulo 16 del Reglamento de la Alta Cámara
de 26 de mayo de 1982), no cabe sino la dimisión o la disolución.
sea o no anticipada, de las Cámaras como formas de extinción
del mandato representativo.

Frente a esta teoría, nitida, lógica y pacíficamente admItida,
el texto recurrido pretende introducir, en mitad de la legisla­
tura, y por fruto básicamente de la disposición transitoria un
segundo examen de incompatibilidades, al que habrán de some­
terse, con causas nuevas representantes del pueblo espadol
que ya superaron el primero. •

El silogismo es perfecto en los siguIentes términos, Si, aparte
de (as demás causas mencionadas, el mandato parlamentario
sólo pende del resultado del examen de Incompatibilidades, su­
perado éste no cabe establecer nuevos obstáculos para --lue. lii
representación parlamentaria agote sus plazos, salvo la 1lso,
lución anticipada a qu...e antes nos referimos.

La parte hoy recurrente está lejos de querer h~cer un luldo
de intención con respecto al tin que la Ley perSIgue, pero de
prosperar el texto, se tergiversarla por vla indirecta un resul·
tado querido -en sus resultados y en las personas, junto con
la normativa apllcable a las mismas, relatiVa a incompatibi­
lidade5- por la soberanía nacional; .

Lo contrario supondrla. además de lo dicho, una conculc&­
dón del conocido a!orismo nulla poana sine lega, pues los Dipu­
tados y Senadores que resultaron elegidos en las últimas elec­
ciones generales se verian sometidos a los· efectos lmpr€!visiblas
de una legislación sobre incompatibilldad posterior a su '1.<,;l-eso
a las Cámaras.

4,& El texto recWTÍdo violó el apartado dos del artículo 23
de la Constitución. Desde el primer momento conviene subrayar
dos afirmaciones de trascendencia capital. De una parte. que
~el derecho a acceder a los cargos públicos comprende también
el derecho a permanecer en 108 mismos, porque de otro modo
el derecho fundamental quedaría vado de- contenido" (funda.­
mento jurídico 3,°, sentencia del Tribunal Constitucional de •
de febrero de 1983, recaida en el recurso de amparo numero 3741
198}). De otro lado, que el precepto en cuestión se refiere, no
sólo a la función pública, sino también a los cargos represen.
tahvos, no sólo por su tenor literal, sino porqUe de la función
publica se ocupa especificamente otro artículo, el 103, apar­
tado 3, de la Constitución.

La sentencia expUcita también que _la: permanencia de !oa
representantes depende de la voluntad de los. electores. que
la expresan a través de elecciones periódic~, como es propio
de un Estado democrático de Derecho.. (fundamento juri
dico 4.°, a).

En las mismas ideas abunda la sentencia de 21 de febrero
de 1983, recaída en el recurso de amparo número 144/1982, que
se detiene esencialmente a analizar el contenido de la. _unidad
de voluntad en que la representación consiste--. Destacan de
ella. afirmaciones de suma importancia. como cuando asevera
que el articulo 23, -Implica también el no ser removido de toa
cargos o funciones públicas a los que se accedió, si no es por
causas y de acuerdo con procedimientos legales establecidos­
¡fundamento jw1dico 2,-).

A ello añade, acto seguido que, -en el caso de los cargos y
funciones públicas de carácter representativo, una reguiación
que sea contraria a la naturaleza de la representación viOlará
también por ello el derecho del repreeentante a permanecer An
el carg04 ... -tat vielación afectará también al Cuerpo Elec·
toral· (fundamento jurldico 2,-),

Esta doctrina, necesita, no obstante, ser completada en un
8.specto: el del último Inciso del artículo 23.2, que se refiere
a. ~los requisitos que seilalen las leyes", lo cual es capital para
el inj uiciamiento del caso que nos ocupa.

El derecho de acceso a cargos y funciones publicas y el de­
(echo de permanencia en los mismos, han da realizarse de
acuerdo con lo que, en cuanto a requisitos, dispongan las Leyes.

Pero la pregunta que ha. de formularse y resolverse es la
de cuándo tienen las leyes que fijar las condiciones. y requ .itos
¿Antes o después de la elecclón? ¿Antes () después del ·~,,;(;e.:.o

al cargo o Cunción pública? ¿Puede la Función Pubií 'l1 el
acceso a un cargo público, o la permanencia en ellos wiLar
sometidos a Leyes que fijen requisitos o condiciones a. poste_'Lúri1
La única interpretación posible de este precepto, y del in..!.i<.:ado
inciso último es la de considerar que los requ.is.it06 y coaii.do­
nes para el aceso (yo la continuidad) han de esta fijados taxa­
tivamente con anterioridad al momento en que la ebcdón

(o el acceso " la fWlCio.o pút ..-.;a en e) caso de los f\lJl;';I ... na·
ríos) se produzca.

La aplicación estricta de la doctrina que postula el texto
impugnado, supondría que sería pOSIble acceder, previas las
pruebas y extiencias correspondi~ntes, a. la Función Publica y,
una vez dentro de ella, cambiar las condiciones y acaso eXigirle
al funcionario una titulación de Ja índole que sea, diferente a
la que le permitió acceder a la FunciOn Publica.

Y, al del campo de la Función Publica pasamos al cargo
público representativo, pueden reiterarse las argumentacionas,
Hay sólo que refutar una objeclón. que, sin duda, se argumen~

tará de contrario oomo es la de consider~ que en el caso que
nos ocupa no hay _expulsión_ del mandato oarismemaric, ptira
nadie, pues, a. todo Diputado o Senador se le concede el derecho
!consustancial. por otra parte, a 1& Ol"Upia incompatibll,Jaci)
de opción entre el cargo representativo y la función, puesto
o actividad que es declarada incompa.tible con aquél Sin
embargo, ese derecho de opción que es elemento estructural y
constitutivo de la incompatibilidad, no añade nada a cuanto
llevamos dicho pues 10 importante es el estanlecimiento :1.,. liU-
sas de incompatibiUdad nuevas, inexistentes en el mumei~~ de
la elección y de la toma de posesión del cargo reprl:!.'ieu 1:ivo,
momento en el cual ya existía el derecho de opción,

y es que, es posible el simil, en el -contrato" que liga a
los representantes con sus representados, no existe factum
príncipis, no existe posibilidad de aplicación a este ámbito del
ius variandi que se predica, por supuesto con objeciones docfd­
nales. de las relaciones contraactuales entre la Administración
y los particulares, el cual permite a ésta moditicar unilateral~
mente clAusulas del contrato. Esa doctrtna es fa que trata de
introducir en el campo constitucional de la representación polí­
tica y del ,acceso. a la funcí6n y cargos públicos, el texto defi­
nitivo que es obleto del presente recurso previo de inconsti­
tucionaUdad cuyas consecuencias. fácllmente adivinab!es. pue­
den conducir a la mayor de las arbItrariedades, el juido de
cuya constituci.onalidad corresponde. realizar .... Tribunal do, que
nos dirigimos.

5.- El texto definiUvo impugnado atenta tamblén contra el
principio de irretroacüvidad consagrado en el mículo 9.3 de
la Constitución. El indicado precepto, entrs otros prinCipios,
establece el de la _Interdicción de la arbitrariedad de los po.
deres publicas". Este principio ha sido ya oblet.:> de num ~.usos

cOmel1tarLos de mdole doctnnat; aSÍ como de atención por el
Cribunaj Constitucional.

En sufi.Clenten!ente conocido que en la dottrlna tradicional
se ha puesto c~~ relieve la eXIstencIa de grados dentro de la
irretroactividad, distinguiéndose al efecto entre una minima,
otra de carácter medio 'Y. por últImo, un grado extremo o má­
"imo. Este ultimo puede definirse como aquél en el que la
norma nueva Hl:lyes y demas disposiciones). anuia o deshace los
efectos prodUCIdos y consumados bajo la Ley anterior, al tiem­
po que les ap:lca la nueva regulación, La de índole mínimo su­
pone que esta nueva regulación se aplica exclusivamente a los
efectos de la regUlación iuridica creada bajo la Ley anterior
que se produz<-1:1n d~pués de su vigencia. y, por último. Ja de
tipo medio sigDlfica que la nueva ley se aplica a los erectos
que habi('ndo sldo ra producidos todavta no se han consumado,
Pues bipn. en el texto recurrido hay retroactividades para todos
los gustos y 1e todos grados y clases. Irretroactivldad absoluta
existe pur \·irtlld de ia llamada diSpOsición transitoria (que .0
es s610 nOffiu·almentR ..-:'omo más tarde tendremos ocssi,J'" de
ved, la cuaf estah10ce textuaimente que -en el plazo de dos
meses, a partIr ne \a entrada en vigor de la presante Ley
Organica. 103 actuales Uiputados y Senadores que por aplica­
ción de la misma incurran en incompatibilidad. habrá.o. de optar
por el esc9.i'¡o o el puesto o actividad incompatihle". Lo cual
significa que en ei plazo de dos meses, más los correspondiente
veinte dia.s de la vacutio legis, a una situación jur1dica COQ­
sumada en sus supuestos de hecho y consecuencias y efactos en
Derecho. le Ya a ser de aplicación otra normativa diferente, vol­
viendo a abrir el proceso de examen de incompatibilidades al
que ya se nao sc.mtltldo los componentes de la 11 Legislatura
de las Cort'ó:S G'·nf'raJes..la doctl"ina del Tribunal Constitucional
00 puede ser mas ciara a este respecto, cuando dice, que: ..1a
incidencla de la norma nueva sobre relaclonee consagradas,
puede afectar a sltuadones agotadas. Entonces puede afirmarse
que existe retrcac:tiyidad.. (fundamento luridico 10 de la I8n­
tencill de. Tribunai Constitucional de 2Q de julio ele 1981, recaida
en el recurso dp inconstit.ucionalidad numero 381l98U.

Es también doct.rina del Tribunal Constitucional, en .0 que
concuerda con el texto da .Q Constitución. que la interd.!.cción
d.... la retrohCtividad que el articulo \l3 de la Constitución pr&­
dica, se refire a las leyes que son -sancionadoras no favorJ.bles­
.> -restrictivas de 106 derech08 individuales" (fundamento Julidi­
co 10 de la citada sentencia de 20 de tulio de 11l81, y fundamento
iuridico "'umero 3 de la sentencia de 4 de febrero de 1983} Sin
eotrar en mayores profundidades, nadie puede dudar de) matiz
claramente "desfavorable- o .restrictivo> del texto definitivo
del Pruyecto de Ley Orgánica de lncompatibLici&1es de· Dipu­
tados y Senadores.

El texto definitivo impultDado contiene también una retroac­
tividad de grado mínimo y de grado medio, las cuales podri.n
afectar. por poner solo UD ejemplo aplicable & 1.. antel"lores
definiciones, a los Diputados que puedan acceder al cargo antes
de 108' da¡ años de transcurso de Legislatura par.. faUeclmiento
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o ~UDCia ele otros (recuérdese el Biatema de lista que está
vigente para el Congreso, por aplicación de lo dispuesto en ftl
IIlUculo lI) 8, párrafo segundo. del Real Decreto-ley 20/1977.
de 113 de mano, ya ettado) o de acuerdo con 10 establecido ~
.el articulo 8.°, apartados Dl o El, del texto hoy recurrido.

Si todo ello .e oombina con la conculcación de otros prin­
cipios oonsagrados en el articulo 9.D de la Constitución, y 000
aseveraciones doctrinales (el principio de ilTetroactividad jebe
entenderse en su sentido más absoluto; es decir no permisivo
siquiera de una retroactividad de grado minimo), creemos que
es lógica 1& tesjs que 8O&tiene el recurso.

8.- El texto definitivo recurrido viola los principios de inter­
dicción de la arbitrariedQ-d .,. de seguridad furídica, asimismo
consagrado en el articulo 9.8 de la Constitución.

Le. Constitución, en el apartado S del artiL"UJo 9.", gaNittiZ¡,l:
..la seguridad furídica ... ya la interdicciOn de la arbitrariedad
de los poderes públiC09-. La razón de ser de abordar conjun­
tamente ambos y de manera inmediata 8 la tlT8troactividad
estriba, como ba dicho el Tribunal Constitucional, en que .1ati
principios constitucionales invocados por los recurrentes -ÚTe·
troactividad, seguridad, interdicción de la arbitrariedad- (lOmo
los otros que integran el articulo 9.3 de la ConstitucIón... ·no
son compartimentos estancos, slno que, al contrario, cada uno
de eBos cobra valor en función de los demás y en tanto sirva
a promover los valores superiores del ordenamiento jurídIco
que propugna el Estado social y democrático de Derecho- (fun­
~aJ.llento jurídico número 10. de la ya citada sentencia de 10 de
Juho de lP81, reca1da en el recurso de inconstitucionalidad nú­
mero 38/1981).

A esta misma sentencia debemos oontinuar refiriéndonos
pues en eBa. también en el fundamento Jurfdioo número lO, se
afirma que: ..en especial lo que acabamos de &firmar puede
predi.carse de la seguridad J:urídica, que es suma je certeza y
legahdad, Jerarqu1a y publiCIdad normativa, irretro8ctividad de
lo 00 favorable. interdicción de la arbitrariedad...•.

..La seguridad jurfdica, dice el Tribunal Constitucional re­
q'ulere certeza en la regla de derecho y proscribe fórmulas pro·
clives a la arbitrariedad. (fundamento furídico número 4 de la
sentencia de 30 de noviembre de 1982, recalda en el recurso
de jnronstitucionalidad número 86/1982).

Esta concepción, má.s abierta y matizada, que no di~ta mucho
de la teorfa inglesa que afirma' legal security means protection
of confidence, es la que lleva a considerar que el texto 1mpug~
nado conculca la seguridad jurfdica. En el supuesto contemplado
nadie puede tener certeza en la regla de derecho. No la tienen
los electores, pues oon el lluevo Derecho que trata de implan­
tarse se establecen para sus representantes parlamentarios unas
normas de Incom'f)Btibiltdad diferentes a las existentes en el
momento de otorgarles su confianza. No existe certeza tampoco
para Diputado'!! y Senadores que, confiados en el Derecho apIt·
cable en un determinado momento se encuentran ahora con
UDa novación completa en la normativa aplicable. EtI palpable
la sttunclótl de tnseguridad Jurídica, no solo en )0 brevemente
descrito, lino en la &Cl8ptactón del precedente, que 9upondrfa
para las eleociones, para la vida parlamentaria y para todo el
sistema político, lIn <lOmpleto magma de pasiones dificilmente
controlables. Seria gravfs1mo aceptar que, mediada una legIs­
latura, puede Innovarse el -sistema de causas de incompatiblH­
dad parlamentaria, pues ello conduce tnexorablemente a la mAs
completa arbitrariedad.

El Tribunal Constitucional ha tenido ocasión, ya interpretan­
do la referencia que el artículo 9.3 de la Constitudón hace a
los ..poderes públicos», de poner de manifiesto :a extstencia
posible de -arbitrariedad del legislativo., afirmando que .el
acto del legislativo se revela arbitrario. aunque respetara otros
principios del 9.3. cuando engendra desigualdad. (fundamento
iuridico número 10 de la ya citada sentencia de 2C de julto
de 1981J.

El texto definitivo objeto del presente recurso no respeta
tampoco Jos demás principios del articulo 9,3 que han sido ana­
lizados, y conduce a una total arbitrariedad, en el Sf'ntido más
puro que del término, caso de entrar en vigor, liD texto como
el que impugnamos.

7.& El texto definitivo impugnado conculca también lo esta­
blecido en el articulo 53, apartado 1, de la Constitución. El
mencionado precepto de la Constitución dice asi: .Los derechos
v libertades recouoc:dos en el capitulo segundo de: present.e
Utulo vinculan a todos los podere$ pOblicos. Sólo POI Ley, que
en todo caso dpberfi, respetar su contt'lnido esencial, 'Podrá ré~

Il'Ularse el e1erci do de tales derechos y libertades, que se tute­
larán de scueroo con lo previsto en el articulo 161,1.1>0.

Conviene de&de el comienzo fijar 1& atencJón en do& extremos
que parecen de capital importancia: que el ya comentado ar­
ticulo 23 de la (".oustttU(1Ón está. dentro del capftulo segundo
del tftulo ] de la Constitl"etón, que es al que se refiere el citado
articulo S3, y que la otrora todopoderosa Ley, hoy no lo pu~e

todo y, en este. Ambito que-ahoI'8. nos ocupa, la Ley no puooe
desconocer el oontentdo esencial del derecho o de la libertad
de que se trate.

El texto impugnado vulnera el contenido esencial de dos
derechos reconocidos en el artículo 29.2: el derecho alacoeso
a un cargo público repre8entBtivo oon los requisitos que "Set\a·
len las Leyes.

El segundo oonsiste en tratar de buscar lo que una importan­
te tradición ha Uamado los tntereses turfdlcamente protegidos
oomo nucleo !,médula de los derechos subl~tlv08. Se puede en~

tonces hablar de una esencial ¡dad deJ contenido del derecho
para hacer referencia lilI aquella parte del contenido del dere,:ho
que es absoluu.mente nef;e!;sria para qne los tnterelJes Jurídi·
camente protegibles, que dan vida al derecho, t'9Sulten .eal,
concreta y efectivamente protegidos. De este modo lJe -reba... 'l o
se desconoce el contenido e'll'ncial cuando el derecho qUdda
sometido El limitaciones Que lo hacen impracticable. lo d;firu 1_
tan más allá de lo razonable o lo despojan de la necesaria pro­
tección,

El texto definitivo hoy recutTido n1Joera el -contentdo esen~

cial_ de 105 reiterados derechos del articulo 23, ya q'Ue. al esta­
~Iecer unas causas nuevas de incompatibilidad y ta necesiciad
de que los actuales parlampntario!l ~ sometan a un segundo
examen dp. incompatibilidad y la ner:e'lldad de que los actuales
perh:l.mentarlos se somp.tan a un sesrondo examen d~ Inoompa­
Ubi tldad en las Ctlmaras, dificultan los derechos del artlcu·
lo 23 de la Constitución má~ alié. de lo razonable, sin duda,
los despojan de la necesaria protección, al permitir que, de
manera voluntnrlsta OJ arbitrari9, puedan cambiarte sucesiva­
merte en una misma legh;.JatuTa las causa!';! de incompatibilidad
de unos re'Dresenta.ntes parlamp.ntarfos que, tras tm elección,
pasaron ya el correspondiente examen de 'as caUSas aplicables
de acuerdo :xm la normativa vigp.nte en el momPDto, 10 cual
cubria con creces ei inclso ..con los requisitos que sd\alen las
Leyes,. del artículo 23.2 'de la Constitución, Mantener lo con­
trario, aparte de conducir inexorahlemente a la arbitrarip.dad
supondria vaciar a esos derechos del articulo 23.2 '1e una gra~
parte de su contenIdo esencial. delándolos irTeCOnoctbles, sin
tutela o protección .¡::dicieote y sin la parte necesaria que per~

mite a sus titulares la satIsfacción de los intereses para cuya
consecución se les otorgaron talf!s derechos de 8coed"'T a car~s

públicos reprcsentatlv:)s v ~aneeer en los mism ...s una vez
soslayadas las 1imitacio~f's que imponia la le~l..lActón .-ad h0C..
vigente en el momento l!n que adquirieron la plena condición
de tales.' .

3. El· Abogado del Estado ha soJiciVido la dese<;timación del
recurso, con fundamento en las wiguientes alegac'Íonf>S: a) Los
recurrentes 'Sostienen Que existe una e'l:lgencia co...c;tifucional
de un ún1co instrumento normafivo que contenga a r~,l:!tllJtción

electoral. y tal regulación, según esta posición. debf' h~("'erse

por medio de una sola Ley El apoyo fundamenta.l para ello se
enc:ontraria en el 'Primer inciso del artfculo 70 de ;... COr'<¡f;tu·
ci6n, precepto que tendría asi la misma virtualidAd ('1U·· t ..o<;
d~ la Constituclón que exigen para regular ciertAs m 1 ¡as
-:una Ley Orgá.nica. (articulas 165 v 11e.U.

De ninguna manera existe base constitucional pl:i~!l cOT"lc'uir
la exigencia de un solo texto nonnatlvo electoral, ca"! la incor!<;­
titucionalidad "Consiguiente de cualquier regulaclón par\Í<¡' de
la materia que cumpla lo qUe si es 'Un requisito ob1irtarl,) úor
la Constitución: 18. regulación mediante Ley Orgémra {articu­
lo 81.1 CE).

Ello resulta de clara doctrina_ del Tribunal eita.":!a por los
nM:Urrentes (sentencia 5/1982. de 8 de febrero, fundamento nú­
mero 10), en la qUe se afirmó que ..la Interdicción de unA nor­
mac1ón parcial de determinada materia implicarla, sin duda,
una - norma excepciona) que no sólo -puede' estimarse ex; ~"nte

cuando expllcttamente ha sido establecida-.
Los recurrentes afirman que nos encontramos en este caso

precisamente, ya que e'l:iste una norma explfcita en el sentido
d~ que exista un 'Onico,Código Electoral (el articulo 701 CE).
Sm embargo, no es 6ste eJ genUdo de la doctrina indicada )0
que tiene que haber sido expJ1cttamenteestablecido es ..la In­
terdicción de una normación parcial.. , lo que en modo alguno
concurre en nuestro caso, en que no eNte ninguna interdic­
ción, ni eXJ)1"esa ni implfcita, o que pueda establecerse con
claridad a sensu contrario, Extste dnlcamente una mención
genérica a ..la Ley Electoral. -no a una Ley determinada-,
lo que supone una deslgnaci6n material de un tipo o clase de
norma -la Ley-, que cuando esasf utiltzado por la ConsU­
tUdÓfl comprende tanto una Ley, como .las Leyes en general,
pues atatie al principio de reserva de Ley, es decir. al asegu­
mOliente del nlngo de la regulacIón, con Independenria de la
unidad o pluralidad de instrumentos normativos.

Esta no es la '6niea expresIón conque la Constitución desig­
na al Derecho eJectoral. y asl se utiliza, funto a la ..Ley eJee·
toral. (artículo 7O.l) la expresión ..régimen electoral general­
(art1culo 81.0, Derecho electoral general. (articulo 86.U y sim·
plemente .la Ley. (articulo 68.1 y 15) Y ..una Ley Qr.e:'úlica,.
(artfculo 69.2). Que con esta pluralidad de expresiones puó-i¡.l in­
ferirse la necesidad constituetonal de una sola Ley o in!;tru Tltmto
nonnativo, nos parece carente de .'Poyo y fundamentación mi·
nimamente suficiente. Lo que s1 &e pretende por la Con~titución
en el articulo 10.1 es asegurar el mngo de Ley orgAnica de toda
Ley ElectQ,T'al. a través dp.l artículo -81.1" y a reserva I'"U"2;-ltiva
en este campo del Decreto·ley {articulo 86.U. Para la finalidad
oretendida por los recurrentes no hay apoyo en los textos cons­
titucionales. que mAs bien apovan lo contrarto -lB pO'i¡hl dad
de varias Leyes-, máxime a la !fista del carácter excepC'ional
que, segun la doctrina citada, tiene que revestir la norma de
tnterriiccitm rif' ,la normaclón parcial.

La posición de tos recurrentes en 91Jt.e 'Punto es pxtremada~
mente formal. Para su cumplimiento, bastarla con haber modifi­
cado ex:presamente las nonnas COJT9SllOndientes del R-9al De­
creto-ley 2011977; para toda modificactón futura, se precisarla
cambiar la redacción de la Ley Electoral que se hubier'1 pro
mulgado, introducir en ella nuevos pTeCeptos O de1ar alguno
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o algunos sin contenido. Parece exce.sivo que el ~ncu:mpli~iento

de esttJs requisitos faeffililes determme la constltl:lclOoahdal1 o
inconstitucionahdad de la norma. cuando ello no tiene más
consecuencias prácticas que una mayor comodidad para los
juristas y certeza en su- conocimiento. Es má&: en el mo.nentL.
actual, razones de técnica legislativa hacían totalmente acon·
seiable no modificar el Real Decreto ley 2011977 -norma dto
naturaleza inadecuada para el Derecho electoral-, smo esta­
bleéer UOd. anticipación de la futura Ley Electoral, com J con
toda corrección y suficiencia establece la disposición adicional
del texto definitivo.

Los f&.:urrentes argumentan también con la disposición tran·
sitoría octava tres, de la ConstItución, viniendo a afirmar que
de la misma se desprende que, al no existir la Ley Electoral
preVia, se deben de aplicar sin más, y únicamente. las inele­
gibilidades e Incompatlbiiidades previstas en el articulo 70.l.b}
que d<JbeJl estar recogidas, por otra parte, en un mismo cuerpo
legal.. . .. d"

No ob~tante. no creemos que este sea el sentido de la 1ll 1­
cada dispo~lción tnmsitoria; en ella se establecen únicamente
unas ineiegibiiidades e incompatibilidades que, con el ca.ál.tel
de mínimas deben de ser respetadas por el ordenamiento ju­
rídico poscoi-Istitucional -sentencia de 18 de diciembre de 1981­
y, por otra parte, permite la aplicación de las normas electora­
les anteriores si no S'8 hubiera promulgado un nuevo Derecho
electoral. Pero en ninguna parte afirma que t~l Derecho elec­
torai -el desarrollo de los artieulos 68 y 6~, tenga que ser
total, completo y de una sola vez; puede perfectament.e s~r par­
cial, con lo que, en tal aspecto. ya no es de aplicación la
disposición transitoria según su propio supuesto de hecho, con
la salvedad de que. en todo caso, se respeten los .minimos con­
tenidos en el articulo 70 de la Constitución, auténtica finalidad
de la norma en este punto. La restante argumentación de los
recurrentes concierne a la disposición transitoria del texto d.
finitivo impugnado y se tratará al referirse a 1& misma.

No existe apoyo constitucional para exigir un solo instrumen­
to normativo. Ello no se desprende de ningtm texto expreso de
la. Constltución, que por el contrario emplea an este pun~ ex­
presiones distintas, ni tampoco recibe fundamento de nm~ún
principio o valor constitucional. En tealidad., la preocupación
de los recurrentes, se centra en la disposición transitoria del
texto impugnado, creyendo que si se hubiera promulgado una
Ley Electoral completa. no les habria sido de aplicación a los
actuales parlamentarios {creencia errónea en nuestra opinión,
puesto que, como ya dijimos, tal nueva Ley podría haber in·
corporado una disposición transitoria como la actual del texto}.
y debe repararse que, si tal nueva Ley S8 hubiera promulgado,
ciertamente ello no supondría, de cara al futuro, dictar una
nueva Ley completa para cada posible modificación, sin.., mo­
dificar concretamente sus preceptos, situación en que quebran­
taría la posibilidad perseguiQ¡¡L por los recurrentes.

bl El punto más importante del recurso donde se halla el
núcleo del mismo y la máxima preocupación de los recurren­
tes, es la disposición transitoria del texto, hasta el extremo
de que, a nuestro entender, ha arrastrado la impugnación de
la totalidad del texto definitivo, -p<'r el motivo formal de la
unidad de instrumento. En la aplicacIón del texto definitivo a
los actuales Diputados y Sene.dores, es donde se articula, con
mayor fuerza la argumentación del recurso. Tanto es así que.
en realidad, todos los motivos de impugnación puedon recondu­
cirse a uno solo: la presunta violación del principio de no re­
troactividad de las normas limitadoras o desfavorables, cansa,..
grado en el articulo 9.3 de 1& Constitución. En efecto, todos los
demás motivos se producen como consecuencia de la aplicación
del texto a los actuales parlamentarios y no cuestionan la
aplicación a los parlamentarios futuros. No existe en el recurso
una impugnación material del contenido del sistma de ....coro·
patibilidades establecido. Por tanto, no hay, en tal aspecto,
violación de los articulas 1.1, 23.2, 9.3 Y 53.1 distinta de la
presunta aplicación retroactiva de la Ley. Son más bien argu­
mentos que pretenden reforzar la no aplicabilidad del texto a
los actuales parlamentarios. En conclusión, puede decirse que
el recurso descansa en dos preceptos, el artículo 70.1 en cuanto
a la totalidad y el artículo 9.3 en cuanto a su disposición tran­
sitoria.

Por ello, na de comenzarse con esta importante alegación de
la que traen causa las restantes. Se apoya este motivo en el
texto del articulo 9.3 de la Constitución. que garantiza ..la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favora·
bIes o restrictivas de' derechos individuales- y se afirma que
la disposición transitorIa impugnada es absolutamente retro­
activa, y por tanto, inconstitucional, puesto- que afecta a unas
elecciones ya producidas. y por tanto, a una situación que ya
ha producido sus efectos, incidiendo en l na retroactividad ..de
grado máximo_o

Esta, que es la tesis central' dé los recurrentes-'- tiene cierta­
mente una gran fuerza persuasiva, determinados parlam·.. lIta
nos, válidamente elegidos, se pueden ver ahora obligados a
abandonar sus escaños por causas ajenas y posteriores a la
elección y a las normas que entonces la regulaban; y, por otro
lado. aparecen unas causas con las que no contaron cuando.
fueron elegidos, las que pueden determinar la obligación de
abandonar sus escaños; nos encontramos, en conclusión, ante
un cambio que '3e introduce en el Parlamento durante una le­
gislatura, sin celebración de elecciones y ajeno pues a la so­
beranía popular.

No obstante, esta aparente retroactividad debe someterse a
un CUldl:l.doso análiSiS. Y ello por una razón fundamental: la
doctrina de la retroactividad es una de las más difíciles y com­
plejas en Derecho. donde se producen m" espejismos. Baste
recordar la doctrina. que hablaba de la retroactividad de las
leyes pro(;esales, olvidando que se aplicaban a la actual rela­
ción jurídica procesal y DO a las anteriores reiaciones SU:lta4tí­
vas; y la dificil diferE:nda<;ión entre los grados de retroactividad,
y recogida en la doctrina del Tribunal en las sentencias de 6 de
junio de 1982 y 4: de febrero de 1933. Por ello, es preciso pregun­
tarse en primer término por la auténtica naturaleza de la re­
troactividad prohibida por el articulo 9.3, la prohibición no
puede producir una congelación del ordenamiento jurídico. Así
lo afirma la sentencia de 20 de julio de 1981. anadiendo que .di­
ficilmente una norma puede evitar que la regla del futura in·
cida sobre relaciones jurídicas preexistentes, que constituyen
el basament·o de las relaclOnes venideras, y es por ello que,
a menudo. tales normas deben contener mé.s cautelas de tran~

sitoriedad.... la incidencia de·' la norma nueva sobre relacionds
consagradas puede afectar a situaciones agotadas.· Entonces
puede afírmarse que la norma es retroactiva_o

·Completando lo anterior. puede afirmarse que no toda re·
troactividad de las leyes supone una violación del articuio 9.3
de la Constitución, según la doctrina del Tribunal; tal doctrina
fue expuesta con suma claridad en la sentencia de 20 de julio
de 1981, que acaba. de citarse, y en la de- 4: de febrero de 1983.
que afirmó en su fundamento número 3: .Aunque admitiéra­
mos hipotéticamente que el Real Decreto-ley aquí cuestionado
afectó una retroactividad de grado mínimo al régimen de las
bonificaciones tributarias de las viviendas de pTotección ofi­
cial, ello no implicarla por si solo que tai tiPo de retroactividad
constituya una vulneración del principio enunciado en el ar~

tículo 9,3 de la Constitución._
Sentado todo lo precedente, entendemos qUe la disposición

transitoria del texto definitivo del Proyecto de Ley no contlene
una auténtica retroactividad, o de contenerla, Se trataría de
una retroactividad de grado mínimo, que por tanto no constitu­
ye una vulneración del principio de irretroactividl:ld contenido
en el articulo 9.3 de la Constitución. Para determinar si existe
o no retroactividad. y el alcance de la misma; es preciso de·
terminar claramente el hecho o hechos a las que la norma se
refiere, a los efectos de situarlos en el tiempo con respecto a la
entrada en vigor de la norma. En nuestro caso, el hecho fun­
damental, presupuesto objetivo de la norma, no son las elec­
ciones generales, sino el desemp.eño del mandato par!amenta­
rio, coetáneo en parte a la entrada en vigor de la norma que
se examina. Ello resulta de la naturaleza misma de la incom­
patibilidad. que concierne a tal desempeño de la función. y no
a la adquisición de la condición de parlamentario¡ la incompa­
tibilidad supone una comparación entre dos tractos que se des­
pliegan en el tiempo: el del mandato y el de la ocupación in­
compatible, uno de los cuales es preciso elegir. Por ello. la
norma que se examina se refiere a hechos posteriores a su en­
trada en vi~or (aquella parte del mandato que resta por des­
empeñar), con lo que no existe retroactividad. o bien todo 10
más se refiere a un hecho que aún no ha terminado de produ­
cirse el desempeño del mandato, con lo que nos encontraría­
mos ante una retroactividad de grado mínimo, que según la
doctrina expuesta no supone vulneración del artículo 9.3 de la
Constitución.

Lo expuesto hasta ahora se comprende más claramente si
se constata la diferencia existente entre los conceptos de inele­
gibilidad e incompatibilidad, totalmente diferentes y que no
pueden confundirse (contra lo que sugieren los \-ecurrentesL La
inelegibilidad viene estrechamente vinculada al momento de la
elección, que invalida, y la incompatibilidad hace referencia a
situaciones o actividades posteriores a tal elección, por lo que
por su propia naturaleza y finalidad posee una vincuiflci6n
menor con tal momento electoral; su establecimiento se halla
en el ámbito del legislador ordinario que puede apreciar en
cualquier momento qué actividades son incompatibles con el
ejercicio del mandato. sin que ello supongan una restricción
al derecho de acceso a la condición de parlamentario, ya plena­
mente ejercitado, siempre que se respete el núcleo esencial del
derecho -lo que no se cuestiona en el recurso.

La diferenciación ha sido admitida por el Tribunal Consti­
tucional en su sentencia de 18 de diciembre de 1981 (f. 2, t;:),
y por el Tribunal Supremo. si bien referida a los conceptos de
incapacidad e incompatibilidad de los funcione,rios públicos,
con razonamientos enteramp.nte trasladablflS al b;,n0mio inelegi­
bilidad-Incompatibilldad (sentencia de 17 de junlo de 1972J.

Nos hallamos ante dos conceptos diferentes. por su propia
sustantividud. lo que no obsta que. pueden prociut.:i:''ie en lilgu­
nos casos una .cierta confusión- (como señal.an los recurren··
tes) por algo muy sencillo que es-Ia intercomunicación entro
causas dfl inele,e:lhilidbd y causas de Incompatibilidad. cc.mo con­
secuencia de la naturaleza de las cosas, ya que la apE1rición
posterior a la ell;"cuón de una causa de inelegibilidad deter­
mina una Incompatibilidad. y ciertas incompatibilidades pue­
den ser exigidas por el legislador con mayor rigor. de forma
que operen desde el momento de la elección, ~to eS, transfor­
mandolas en causas de inelegibilidad.

Esto es un argumento en contra del ,recurso cuando el le+
gislador desea que sea imposible que una actividad se desem-
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pafie conjuntamente con el mandato parlamentario desde el
momento de 1& elección. la configura como causa de inelegibl­
lidad, y por otra parte, que una misma causa se emplee con
distintas ·finalidades no significa que el régimen jurfdico de
cada una de estas no deba ser (por ello precisamente) corno
pletamente distinto en cada caso.

Las lncompatibiltdadee que se establecen en el texto defi­
nitivo. con el fin de asegurar· el pleno respeto de un valor
material 6ttco superior '1 el principio de división de 'OOderes,
IOn UD desarrollo del contenido inherente al e1ercido leal y con·
forme a la buena fe del mandato parlamentario. con observan­
cia de la citada div191ón entre los poderes públicos, suponiendo
limplemente uI1a explicttación pormenorizada de una clAusula
general de incompatibilidad con todo aquello que menoscabe la
imparcialidad; . de esta suerte, se recogen exclusivamente tn~
compatibUidades expresas con funciones públicas -tradicionales,
para asegurar 1& efectiva independencta del poder e1ecutlv~,

estableciéndose en relación con las privadas la mera enunciación
del principio general. Por ello, existen casos en el Derecho
comparado en Que la incompatibilidad puede apreciarse por
el órgano competente en cualquier momento, incluso sin una
.lista previa_ formal de incompatibilidades aprobadas, aplican­
do simplemente tal principio general a situaciones concretas,
Así puede dtarse el dictamen de 1& .Junta de elecciones- de
1& Cámara de Diputados italiana de 7 de agosto de 1951, por
el que se estableció un criterio de lnoompatibilidad que 8e
aplicó en el mismo dictamen al honorable Pertusio,elegido
Alcalde de Génova. Idénticas facultades se atribuyen en el
texto definitivo a las Comisiones correspondientes de cad<t CA
mara (artfculo 10.3), que pueden aplicar los criterios generaJes
a supuestos concrBtos. declarando incompatibilidades de:ermi
nadas que, por definIción, no esté.n previamente Upü1cadas, lo
que 10 ha sido obJeto de Impugnación en el recurso. Tod) e11(,;
determina la impo:--ibilidad de hablar de .sorpresa- para los
parlamentari~'ipor la aplicaci6n de esta Ley, según di1imos oue
podria adudrse, exciuyendo que nos encontremos ante las .Le~
yes BorpresivRs>o de las que habla Munz al comentar los limites
de la retrolictividud. como las auténticamente atentato.-l&!:i a
dicho prindr10, al tratar .como un balón_ al ciudadano.

Por último, 01 establecimiento de UD Bistema de 1ncompaU­
biUdades se ha r~alJ.zado históricamente sIn distinguir entre
los que ya pos-eiBD la cualidad que se declarara incompatible
con una de~,l~rminadl:l. actividad y los que en el futuro accedan
a aquélla. Pueode al respecto examinarse la reiterada 1urispru­
dencia de los ulUmos afias del Tribunal Supremo, declarando
la validez dE" las incompatibilidades acordadas por el Colegio
de Arquitectos (en 108 que no se puede afirmar que exista
uno. re!lVi6n estatutaria modificable unilateralmenteJ, para
drtenntnados supuestos. stn realizar distinción alguna entre
los colegiados antes del estab!ecimiento de la incompatib'lidad
(a los que se aplicaba en realidad la misma) y los que pu~

dieran colegiarse en el futuro.
d Aclarando e-l tema central de la retroactividad, pierden

.. buena parte de su relevancia los restantes motivos artIculados.
en el recurso, que según la opon16n de esta parte, tienden a
reforzar la tesis de los recurrentes sobre la no apltcaci6n de
la Ley a los actuales parlamentarios. No obstante, parece nece-­
sario realizar algunas precisiones sobre tales motivos.

l.-Denuncian los recurentes la violación de los principios
de interdicción de la arbitrariedad y respeto a la seguridad
jurídica, conte01dos en el articulo 9.S de la Constitución, 88­
pecialmente por .Ia quiebra que afirman que se produce en
la ·certeza en la regla del derecho_o Nos encontramos ante
una argumentación de conceptual.

Aquí, cabe reproducir algunas de las consideraciones rea­
lizadas en el examen de la presunta retroactividad de la nor­
ma impugnada: el desempe:f\o de la función parlamentaria, en
cuanto a las tn('ompatibilidades, _no se encuentra vinculado al
momento electoral en el que juega un concepto diferente, la
inelegibilidad; por ello la certeza que pueda existir en tal
momento electoral no tiene por qué extrapolarse a la totalidad
del mandato posterior; por otra parte, las lncompatlbilidades
establecidas no lesionan el contenirlo esencial del derecho al
&ceeso a los cargos públicos -lo que no se cuestiona en el re­
curso- y son parte de) contenido inherente al desarrollo de la
actividad parlamentaria contarme a los principios constitucio­
nales, especialmente el de división de poderes.

Todavia se puede seguir adelante en el examen de la ar­
bitrariedad denunci,ada. Despeiando 'cualquier duda sobre la
razonabihdad de lRS incompatibilidades contenidas en el texto
-lo que no es puesto e.p. duda por los recurrentes-, creemos
oportuno citar la doctrma de la tan repetida sen ten el!:!. de
20 de julio de 19B1, que afiJ"IDó que .El acto legislativo se
revela arbitrario. aunque respetara otros principios del 9.3
cuando engendra desigualdad. Y no ya desigualdad referida a
la discriminación -que ésta concierne al articulo 14--, sino a las
exigencias que el 9.2 conlleva, a fin de promover la l.gual::lad
del individuo y de los grupos en qUe se integra_o

En nuestro caso, en modo alguno puede hablarse de arbi~
trariedad. En primer término. por responder la disposición
transitoria a la idea de la realización efectiva de un valor
ético material de can\cter superior. atinente al desempe:f\o de
la función parlamentaria conforme a la buena fe y a los prin­
cipios constitucionales; en segundo lugar, porque si se distin­
guiera en orden a la aplicación de la Ley, entre los actuales
parlamentarios y Jos futuros. serfa entonces cuando estariamos

introduciendo una desigualdad, carente de toda justificación
razonable y que debe repugnar al establecimiento de una nor~
ma de moralización y solidaridud. que exige su aplicación a
todos por iguáJ.

2.--5e articule. también como motivo de tnconstitucionalidad
la violación de los arUculo~ 232 Y 53.1 de la Constitución, am­
bos motivos, si bien se formulan separadamente, aparecen es~

trechamente vinculados entre st, lo que Justifica su examen
conjunto. Se afirma aquí, que 1 derecho a acceder a los cargos
públioos 'Proclamado en el articulo 23.2 comporta al derech'J a
.pennanece:r:_ en los mismos, suponiendo 1& disposición tran­
sitoria del texto definitivo una conculcación de tal derecho. que
afecta a su contenido esencial, con violación, por tanto, del
articulo 53.1 de la Constitución. •

Simplemente se debe observar que, aclarado el tema de la
presunta retroactividad de la norma, la violación que se impu­
ta al texto de los articulas 23.2 y 53.1 no puede ser más de
carácter material, es decir, concerniente al sistema concreto
de incompatibililades que se establece por el texto definitivo.
Igual violación habrta de estos preceptos, desde este punto de
vista, aunque no existiera la disposición transitoria. ya que
1& afirmación del derecho a .permanecer_ afectaria igualmAnte
a los Diputados futuros, al incurrir en causa de incomoatibili­
dad. Es claro que este derecho de acceso a los cargos públ icos
tiene que cumplir .108 requisitos qUe se:f\alen las Leyes. (articu­
lo 23.2) lo que también es predicable de la permanencia en el
cargo público. La cuestión se reduce por lo tanto a averiguar
si las incompatibilidades establecidas afectan o no al conte­
nido esencial del derecho.

Pues bien, ninguna alegación 8e hace por los recurrentes
en tal sentido. Es mAs, en las intervenciones de los represen~
tantes del Grupo Popular en pI debate del Pleno del Congreso,
Ya citado, coincidieron en seftl'llar la bondad del contenido de
la Ley, con la única discrepancia de fondo de la disposición
transitoria. No se ha hecho cuestión en el presente recurso de
la constitucionalidad mAteriai del sistema de Incompatibilida­
des establecido, qua resprmde. po!' lo demáS, a criterios us:uales
en el Derech,) comparado de los "países democrá.ticos. para la
salvaguarda del imparcial desempp.f\o de} mandato parlaT¡len­
tario. Por lo demás, la existf!'lcla de la disposIción transitoria
no supone nmguna especial cualificación de la presunta vio­
lación del -artfculo 23.2 de la Constituci6n, ya que el contenido
esencial del derecho no der!va de la normativa Vigente en el
momento electoral.

3.......Se aduce, por último, la violación del artículo 1.1 de la
Constitución: es decir, el principio de 80beranfa popular, al po~

der producirse el cese de un parlamentario por causas ajenas
a la intervención de los electores.

De este argumento puede decirse lo mismo que lo dicho pn
el apartado anterior. La posibtlidad de que se establezcan cau­
sas de incompatibilidad que puedan suponer ei cese en la acti­
vidad parlamentaria está prevista en la propia Constitución y
atribuida a la Ley Cart. 7O,1l; otra cosa es si las concretas cau­
sas que se establezcan afectan materialmente al contenido e!,=p-n~

cial del derecho, lo que no eS esgrimido por los recurrf'mtes.
La renuncia al esca:f\o prevista por el texto definitivo (art. lO.
cuarto) e8 el modo lógico de dar efectividad a la exigencia 1e
la incompatibilidad y la -<mica manera de que esta produzca
COnsecuencias jurfdicas real~s.

Impugnan los recurrentes lo establecido en el apartado tres
del articulo 10 del texto definitivo del proyecto de Ley. donde
se CTea un Registro de Intereses en cada una de las Cámaras,
con obligación de declarar las actividades y los bienes, .tant.o
al adquirir su condición de parlamentarios como cuando se
modifiquen sus circunstancias•. y atribuyéndose a la .Comisión
correspondiente de cada Cámara_ la reso1ución sobre la posi­
ble tncompatibt1idad; todo 10 cual parece claramente 8plica~

ble a los actuales parlamentarios, sin que por los recurrentes
se haya visto aquí infracción de precepto constitucional

. alguno. Existe por tanto una facultad válida de declarar una
concreta incompatibilidad, lo que no puede decirse que ia dis­
posición transitoria suponga infracción alguna del articulo 1.1
de la Constitución.

Todo ello pone de manifiesto que el contenido de la Lev.
en cuanto regula las incompatibilidades de los Diputados y Se­
nadores, no s610 viola el contenido esencial del derecho de ac­
ceso a los car~os publicas, ni distorsiona el sistema ell?ctoral
general. sino que es una pieza esencial del mismo. a efl?r;tos
de su correcto funcionamiento con arreglo a los principins cons­
titucionales y democráticos: y tal pieza o elemento esenci<11 ce­
recería hoy de una regulación, existiendo una clara laguna
leval, fruto de la aplicación inmpdiata del artículo 70.1 de la
Constitución, que previendo las incompatibilidades, únicamente
regula las inele~alidades.

4.° Por providencia de 14 de lunio corriente se señaló r'flHI
la deliberación y votación el mismo dia, a sus dieciocho horas

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

. l.-El presente recurso previo de inconstitucionalidad. Aun­
que articulado formalmente a través de ocho motivos. en los que
se denuncian otras tantas presunt.as violaciones de preceptos
constitucionales. plantea únicamente dos tipos de cuestiones:

_el primero de ellos lo constituye la tesis de la inconstituciona­
lidad total del proyecto de Ley, por· violación del artículo 70
de la Constitución y de la reserva, que, según los recurr ~ ltes,
en dicho precepto se contiene en favor de la Ley Electoral
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para revular las incompaLbilidades e inelegibilidade.. de
Diputados y Senadores; el segundo se centra en la inconstitu·
cionalidad de la disposición transitona del proyecto de Ley. en
la que se impone a los actuales Diputados yo' Senadores que
por aplicación de la Ley incurran en lncompatibilidad, la ne­
cesidad de optar por el escaño o por el puesto de trabajo 10·
compatible. Así centrados los motivos del recurso, convendré.
exammar separad~ente uno y otro tiPO de cuestiones, si bien
ha.brá de darl'J6 prioridad al expu~sto en primer lugar, pues 1'11
el recurso prosperara par esa razÓn se haria innecesario el
estudio de la subsiguiente.

2.-EI artículo 70.1 de la Constitución establece que «la Ley
Electoral determinará las causas' de inelegtbilidad e incompa­
tibilidad d13 DiputadoS y Senadores,.. Segú.n los recurrentes, el
proyecto de Ley impugnado viola el mencionado precepto de la
Constitución, pues se limita a regular las incompatibilidades
de Diputados y Senadores sin que el texto en que tal regula­
ción se contiene pueda ser califichdo como Ley Electoral, y para
salvar' esta exigencia de la Com.titución no basta que se haya
cumplido el requisito de que la Ley tenga caracter Orgánico,
de acuerdo con el articulo Bl, que lo impone paca todas las
Leyes relativas al régimen electorai gen~ral. Tampoco basta
que el legislador manifieste su designio de integrar la norma­
tiva que 8.hora establece, en una futura "Ley Electoral. ;OlIlO
efectivamente sel1ala la disposición adicional del texto recu­
rrido al decir que -el articulado de esta Ley Orgánica consti­
tuirá oarte de la futura Ley Electoral en la que deberá inte­
grarse_; y la misma idea se expresa en el preámbulo del pro­
yecto de Ley, donde se dice que _se estima necesario entre
tanto se elabora la Ley Electoral anticipar la regulación de las
incompatibilidades en una Ley. Orgánica especifica cuyo a.rticu·
lado constituirá parte de la futura Ley Electoral en la que
deberá integrarse,.. A Juicio de los recurrentes, la conexión:
entre Ley Electoral e incompatibilidades de Diputados y Sena­
dores es ineludible en nuestra Constitución. 10 corrobora, se·
gún su crlterio, la innegable relación que existe entre proceso
electoral e incompatibilidades, dado que ambas· instituciones
tratan de velar por la pureza de las manifestaciones electorales
y par la consecuencia inmediata de. ellas, que. es el mandato
parlamentario. Lo corrobora asimismo la diSpOsición transito..
ria B.llo, 3, de la Constitución, que sí bien permitió la aplicación
del Derecho electoral de carácter preconstitucional con poste.
rioridad a la Constitución, exceptuó precisamente la materia
relativa a. inelegibilidades e incompatibilidades, preceptuando
que se aplicara directamente lo previsto en el inciso 2.° de la
letra b) del apartado 1.0 del articulo 70 de-la Constitución, en
tan to la Ley Electoral no fuera dictada.

3.-El articulo 10 de la Constitución contiene efectivamente
una reserva en favor de la Ley Electoral para la regulación de
las causas de inelegibilidad e incompatibilidad de Diputados y
Senadoces. El texto de este articulo, al decir que .la Ley Elec­
toral determinará... ,., no está. simplemente dotando a esa Ley
de un contemdo mínimo preceptivo, como puede ocurrir en
otros casos en que se utiliza una dicción gramatical parecida.
Esta diciendo que esa materia (las incompatibilidades de Dipu­
tados y Senadores) sólo puede ser regulada en la Ley Electoral.
Lo demuestra el planteamiento que de la cuestión se hizo en
el momento de discutir la Constituiión, que fUe la alternativa
entre la tesis de que las causas de inelegibilidad e incompati­
bilidad estuvieran precisamente en la Constitución, y sólo en
ella en la medida en que suponen una restricción en los es­
quemas de la representación política y la tesis de que pudiera
remitirse a la Ley. La Constitución opta por establecer un elen·
ca de causas fijo y remitir la,s restantes a la obra del legisla­
dor, pero no en cualquier Ley, aunque a esta se le dote del
carácter de Ley Orgánica, sino precisamente a la Ley Electoral.
En este sentido la solución adoptada en el artículo 70 de la
Constitución se presenta como un punto intermedio entre lag
soluciones que- ofrecen el Derecho comparado y la Histoiic:i 1el
constltucionalismo en nuestrO pais, que son. a saber: la de es·
tab;ecer en la propia Constitución las causas de inelegibiHdad
e incompatibilidad de los miembros del Parlamento y la de
remitlr esta materia a la Ley ordinaria. El articulo 70 establece
una. solución intermedia al remitirlo a la Ley, pero no a CU!l.I·
qUler tipo de Ley, sino a la Ley Electoral: al establec un
pl~nco de causas que en todo caso han de ser comprendidas
y al limitar por consiguiente en doble sentido el margen del ie·
,;;islador que puede establecer otras causas siempre que lo haga
'_'n la Ley Electoral y siempre que, además, al ha(,e¡'10 cumpla
con los restantes preceptos constjtucionales.

Rpfllerza igualmente la idea sostenida el hecho de que el
Abngado del Estado no discuta esa interpretación del artículo 70
de la Constitución, sino que se limite a oponer otro tipo de
razones, como son las relativas a la posibilldad de redactar la
Ley Electoral por partes 'i la de considerar como requisito sufí­
el, nte una parcial modificación de la disposición 'en qUt> se
con1 iene el Derecho electoral vigente, introduciendo en ella
Jormalmente las incompatibilidades para que la exigencia del
Hrticulo 70 quedara cumplida.

4.-Después de llegar a la conclusión establecida en ei fun­
damento anterior -la materia relatiVa a las ineleglbilidades e
Incompatibilidades de Diputados y Senadores sólo puede estar
comprendida en la Ley Electoral- se abre un doble interro­
gante para preguntarse, en primer lugar, qué debe entenderse
por Ley Electoral. o dicho de otro modo, cuándo una Ley me-

rece el calificativo de electoral, y, en segundo lugar, para re·
salvar l{lo cuestjón suscitada por el Abogado del Estado respecto
de la posibilidad de llevar a cabo una Ley Electoral, como cual.
quier otra, por partes y, por consiguiente, si es válida la modi·
flca.ción formal de la normativa elec;:toral vigente, introduciendo
en ella una nueva regulación de las incompatibilidades.

La primera pregunta se debe contestar dicie.ado que para que
,una Ley merezca el califjcativo de electoral es necesario que
contenga por lo menos el núcleo central de la normativa atinen­
te al proceso e~ectoral. materia en la que se comprende lo rela­
tivo a quiéntls pueden elegir, a quiénes se puede elegir '1 bajo
qué condiciones, para qué espacio de tiempo y bajo qué crite­
rios organizativos desde el punto de vista procedimental y t.
rritorial. UtilizandO" una nomenclatura que es cara a nuestra
c..onstitucion, puede decirse ·que existe un contenido esenCi&I
de .la Ley EI~ct,orai que no se cumple cuando el legislador se
limita a estab.l.ecer las incompatibilidades de Diputados y Sena­
dores, sino cuando regula las antes referidas materias.

5.':-La Ley ElectQ('al está prevista en la Constitución como
una de las Leyes necesariamente llamadas a desarrollarta, Se
deduce aSi,.SIn gran dificultad, .de la lectura del ar.ticulo 70, y
se dedu<:e Jgualmente de la disposición transitoria B.•, 3. La
aplicación en elecciones pOscODstitucionales del Derecho electo­
ral anterior, contenido en el Real Decreto-ley 20/1977, de lB de
marzo, posee caráctBr excepcional. Incluso para ~ste caso la
cita~a disposición trdnsttoria ordena que se apliqut;> al m~nos
paf t:lal mente, de ,manera directa, el articulo 70 de la Constitu­
ción en espera de una Ley Electoral que regulara de nuevo la
mb.teria.

Por consiguiente, en abstracto, es admisible que .ti Ley Elec­
tO:'11 se. h.a~a por partes o que se modifique por partes. pero
85.a ~oslbllldad no es sosteOlble en la coyuntura hl~tórica del
inidal desarrollo de la Constitución, pues confeccionar parcial­
mente la Ley Electoral significa modificar sólo parc.;il:Llmente a
través de una Ley Orgánica, el Real Decreto·ley 20/1977. La im­
posibilidad no nace por tazón del rango de la citada dIsposición
pues ~te Tribunal ha señalado ya que las normas que no poseia~
especun reserva de· rango en el momento de dict8r's9 no deve.
nia.n inconstitucionales con la aprobación de la Constitución
sino en atención 'lo que el desarrollo de ia materia eL~ctoral po~
.Ley Orgáme8 constituye específica necesidad de desarrollo de
la Constitución.

Tampoco pU<.lde aceptarse, para justificar, en estos momentos
una .Ley Electoral parcial lo que este Tribunal dijo en su sen~
tencla de. B .de febrero de 1982.. Es cier.to que allí. su dijo que
-la l.nterdlcclón de una Dorm8C1Óll parCIal de determinada ma­
teria· implica excepción que Sólo puede estimarse existente
cuan~o explicH~mente ~a sido est~blecída. Sin embargo, la
refenda afIrmación se hIZO en relación con la disposición adi­
cional 4.11 y la disposición transitoria 6.11 5, inciso final del
Estatuto de Cataluña, según el cual mieiJtras la GelleraÍida<i
no aprupbe el Estatuto de los funcionarios serán de aplicación
los Estatutos del Estado vlg8J1tes en la materia para s(·ñalar que
la competencia en mb.teria de régimen estatutario df los fun.
cionaríos de La Generalid<Ad 00 tenía que ser ejercitada de una
Sula vez. La afirmac.ión ha de mantenerse con carActeJ general.
En todos los casos en que el legislador es soberano y le corres­
ponde la declsión de legu.lar o de no legislar, nada le impide
que la normación de una determinada materia se lleve a cabo
por partes. Lo mismo puede decirse en a.quellos casos que el
legislar .<tea una obligación impuesta por la Constitución. Si la
c..onstitucjóll no estahlece lo contrario -y lo contrari.o ha de.
entenderse siempre excepcional-, curresponde a la oportunidad
política decidir si la leglslaci6n se !lace por part¿r;¡ o de una.
sola vez. Sin embargo, no puede ar:icarse el mismo criterio a
aquellos otros casos en que, por If.l,s razones que fueran, la
Constitución establezca la unidad de legislación püea una srola
materia o paca un conjunto de pl'o')lemas V situachmes enlaza­
das y próximióts entre si, sin per] uicio de que una vez estable­
cida esta legis1ación pueda modificarse parcialmente.

6.-A las razones expuestas hasta aquí hay todavía que aña­
dir otra. El texto constitucional es suficientemen.,e e.'tplícito
cuando dice en su articulo 70 que la Ley Electoral j"terminará
las causas de ineJegibilidad e incompatibilidad de D;putados y
Senadores, con el sentido y la significación por nad'e discutida
de que tales materias sólo pueden ser reguladas por 1.1 rdferida
ley, El propio legislador lo confiesa asi cuando habla de _anti_
cipar,. la ff'gulación de las incompatibilidades y cuando, en el
preambuJo y en la disposición achcional explicita .! mandato
de que las normas se integren en la _futura ley Electorr-tk Este
carácter futuro que el propio legislador asigna a la Ley Electo­
ral debe entendorse en el sentido de que tal Ley 'lu ex¡st~, ni
aun parcialmente, en una mera regulación de las mcompati.
Jilidades.

El respeto de la Constitución que el artículo 9~e' la ml5ma
impone a tod,)'j ios poderes publicos hace necü<;¡ario que llna in­
terpretdciün que conduzca a un resl1lt8do distinto dl la. litera­
lidfld del teK~o sólo sea pensable cuando existe am'Jigüedad o
cuando la ambigüedad puede derivar de conexión .:J coherencia
sistemAtica entre preceptos constitucionales,

7.-Las razones expuestas hasta aqui conducen a la estima­
ción de la inconstitucionalidad total del proyecto dE Ley iro·
pugnada por violación de lo dispuesto en el artiCUlO 70 de la
Constitw. ión y el acogimiento de este motivo de incons.titucio­
naJidad hace lnnecesario el examen de los restantes.
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FALLO

En atenci iD a todo lo expuesto. el Tribunal Co"lJititucionul,
POR LA AUT0RlDAD QUE LE CONFIERE LA CON'iTITUCJON
DE LA NAC10N ESPAlWLA,

Ha decidido

Declarar inconstitucional el proyecto de Ley Orgánica sobre
incompatibilidades de Diputados v Senadores. cuya tramitación

Sala Primera. Recurso de amparo número 683/1983.
Sentencia número 73/1984. de 21 de junio.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesto por
don Manuel Garcta Pelayo Alonso, Presidente, y don Angel
Latorre Segura don Manuel Diez de Velasco Vallejo doña
Gloria Begué Cantón, don Rafael Gómez,Ferrer Morant' y don
Angel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 683/1983 promovido por
la Federación Estatal de Banca y Ahorro de Comisiones Obre·
r8S, representada por la Procuradora dofta Josefa Motos Guirao
y asistida del Letrado don Enrique Lillo Pérez, contra la sen­
tencia del Trfl?unal Central de Trabajo de :n de julio de 1983.
Han comparecldo en el presente recurso 1& Federación Nacio­
nal de Asociaciones de Empleados de Cajas de Ahorro, repre­
sentada por el Procurador don Raafel OrUz de SolórzanlJ y
Arbex, la Asociación de Cajas de Ahorros para Relaciones
Laborales, representada por el Procurador don Juan Coruto
López-Villamil, y el Ministerio Fiscal, y ha sido Ponente el
Magistrado don Manuel Diez de Velasco Vallejo, quien ex­
presa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero,-La Federación Estatal de Banca y Ahorro de Co­
misiones Obreras (CCaO), conjuntamente con la Federación
da Banca, Bolsa, Crédito y Ahorro de la Unión General de
Trabajadores (UGTJ, la Asociación Profesional de Empleados
de Cajas de Ahorros (APECAl y el Sindicat d'EstaJvi dio:
Catalunya (SECJ, participaron en la negociación del XIII Con
venia Colectivo de Cajas de Ahorros con la Asociación de
Caias de Ahorro para Relaciones Laborales (ACARLJ, alcan­
zándose un acuerdo que fue suscrito en representación de los
trabajadores exclusivamente por APECA, qUe ostentab&. una
mayoría suficiente, no siéndolo en cambio por los tres re3tan­
tes sindicatos.

En dicho Convenio. publicado en el .BoleUn Oficial del
Estado,., !<u artículo" regulaba la. duración y vigencia iLpo
niendo que el mismo .tendrá una duración de tres años, e:l­
cepto en las J!1eterias comprendidas dentro del capitulo VI que
podré. ser obleto de negociación por las partes firmantes de
este Convenio colectivo. al término de cada uno de los atlas
de vigencia, con preaviso de dos meses,..

Denunciado oportunamente por APECA el capitulo Vl del
Convenio que regulaba las retribuciones, CeDO y UGT recla­
maron '>u participacjón en 18 Comfsi6n Negociadora que ha­
bría de ocupa~ de su revisión, siéndoles negada si previa­
mente no suscrIbIan la totalidad del XIlI Convenio. En la
constitución de la Comisión comparecieron lús repn,sen·.'tllte.,;
de CCOO y UGT a quienes de nuevo se reiteró dicha condi­
ción, quedando definitivamente excluidos al no aceptarla, por
lo que las negociaciones se desarrollaron exclusivamente en­
trp. ACARL y APECA. concluyendo con acuerdo alcanzado d 18
dE! abril de 1983 en presencia del Director general de Trabajo
tras el planteamiento de conflicto colectivo.

El día 10 de febrero de 1983 CCOO V UGT ~promovieron

conflicto colectivo en solicitud de la declaración de su de­
recho a formar parte de la Comisión negociadora del capitu­
lo VI d~l Convenio. Tras 81 fracaso de los intentos de concilia­
ción ante la Dirección General de Trabajo y el IMAC. se
remitieron las actuaciones a Magistratura del Trabajo, d; ·tA.n
dose sentencia estimatoria por la número 18 de Madrid, que
consideró nula el arUculo 4 del Convenio en cuanto Iin¡"t}JbH
la facultad de negociación de las materias del capitulo VI
excJusivament"l f. los firmantes, sustrayéndola a quienes no
haLiendo SURcrtto el Convenio cumplen los mínimos de repre­
sf"ntati\lj~ad exigidos por el Estatuto de los TrabAjador"s El
Ma.e:istrado de TrabaJo se apoya para ello en el derecho consti·
tucional a la negociación colectiva que forma parte del con­
tenIdo esencial de la libertad sindical, estimando qU8 ta 1

. dere·cho no puedo ser limitado por el Convenio pues la legi-
timaciÓn CO'1,st:tuye un .prlus" de la negocación mismA que
no puede est.ablecerse o recortarse por ella ni siquiera recu­
rriendo al expediente meramente semántico de calificar la
negociación como simple revisión del Convenio,

parlamentaria concluyó el 20 d('; diciembre de 1983. por infra.c­
cíón del anf:culo 70. apartado 1. de la Conltituclón.

Comunlquese al Congreso de los Diputados y 1\1 Senado y
puhHquese en e~ .Bolfltín Oficial del Estado».

nada en Madrid a 14 de junio de l084,-Ftrmado: Manuel
:"arcla~PeJayoy AlonlOo.-Jeronimo At'0Z8mena Sierra.-Angel
I.atorra Segura,-Manufll Diez de Velasoo Vallejo.-Fr~mctscoRu­
bio L1orente.-Gloria Begué ,Cantón.-Luis Diez·Picazo.-Fran·
c;!.co Tomás y Valiente.-Rafael Gómez Ferrer Morant -Angel
Fscudero del Corral -Antonio Truyol Serra,-Francisco Pera Ver.
r1~guer.-Rubricados.

APECA y ACARL interpusieron recurso especial de suplica­
ción, en el que recayó sentencia del Tribunal Central de Tra­
baJo de :n de Julio de 1983, revocatoria del pronunciamiento de
instancia. Par,. el Tribunal Central resulta plenamente aplica­
ble el articulo 4, del Convenio, cuya nulidad no puede Jcep­
tarse, pues habiéndose cumplido durante la negociación con la
normativa legal, el Convenio es fuente de las ralacioll"s de
trabajo y norma reguladora de las mism,.s, que aparpce durante
su vigencia como un .todo. que obliga a la aplicación de sus
cJáusulas~ teniendo en cuenta de todas formas que si su articu­
lo " hubIese conculcado la legalidad vigente la autorid'l. 1 ad­
ministrativa hubiera hecho uso de las facultades qu~ le concede
el articulo 80, número S, de) Estatuto de loe Trabajadores.

Segundo.-EI dfa 14 de octubre de 1983 la Procuradora dotia
Josefa Motos Gulrao, en nombre y representación de la f~1('fa­
ción Estatal de Banca y AhQITO de Comisiones Obreras formuló
demanda de amparo constitucional contra la sentencia del Tri­
bunal Central de Trabajo por presunta vulneración de los ar~
ticulos 28. número 1. y 14 de, la Constitución Española ICE).

La libertad sindical. expone la demandante, comprende la
libertar de constituir y organizar Asociactones sindicales, así
como el derecho de estos sindicatos a ejercer libremente su
actividad, cuyas manifestaciones mé.s tipicas son la huelga y la
negociación colectiva. Los sindicatos asumen funcion3s de repre­
sentación de los trabajadores y de defensa de sus intere"es, y
mediante su actuación intentan que sean satisfechas sus q, ..plra­
ciones y objetivos, de forma que del propio derecho dp libertad
sindical deriva el derecho de autotutela colectiva para consf'guir
una regulaci6n satisfactoria de las condiciones de trahaio. sien·
do la negociación colectiva el instrul\lento típico pa:a alcanzar
esta meta.

Esta doctrina se ha incorporado al contenido normativo que
el derecho fundamental de libertad sindical tiene ero nuestro
ordenamiento turidico, como han expresado reIterarhmente las
sentencias del Tribunal Constitucional (TC), de las Que pu~den

citarse, entre otras, las de 29 de noviembre de 1982 y 28 de
enero de 1983.

Los argumentos expuestos por el Magistrado de Trabajo coin­
ciden con los ya declarados por el Te en su senten :ia de 2B de
enero de 1983, donde se lee que .el valor normativo rinl Con­
venio :colectivo y su fuena vinculante con eficacia "erga omnes"
han movido al legislador a sujetar su validez a Pff'supuestos
cuya intensidad va más allá de los lfmltes de la autonomía
negocial del derecho privado... Es decir, el Convenio no mede
ser fuente de una facultad negocial que nace directamente de
la Constitución v constituye un .prius,. de la negociación mIsma;
d~ ah! que el artfculo 4 del Convenio no puede limitar 'a :'ilpa­
cid.ad de negociación colectiva que posee la deml:1ndante por
cumplir los mlnimos de representatlvidad legal.

De otra parte, el derecho de negociación colectiv-'l no se cir­
cunscribe a un Convenio formalmente hablando, sino q todo
diálogo o negociación que afecte a las condicionC's dI" trabajo,
De ahf que la legalidad ordinaria sobre negociacVm df'be ser
reinterpretada a la luz de los precepto! constltucinn9.1es, sin
que quepa establecer lfmites v condicionamip.r:tos \'Ül Co-¡ .)"~nio

colectivo e incluso vía Ley formal que supongan una merma
y una disminución en esta capacidad de negociación El Tri­
bunal Con~t1tuclonal ha Insistido en su sentencia -if' 22 de fe­
brero de tQ83 que la legitiMación para negociar 110 significa
simplo?mente representación en tos términos del df'TA<'h'": con­
tractual privado, sino que con"ltituye una represf'ntarinn insti­
tucional, un poder .ex le~e" de actuación para los ~indiratos.

Por ello, cualquier sindicato que supera el mínimo j'. T"epresen­
tatividad legal exigible tiene autométicamente conc,~rlido el de­
recho a estar presente en la negociación colectiva.

Por el mismo razonamiento expuesto. la sentencl"1 del Tribu­
nR.l Central de Trabajo infringe el artfculo ].4 dE' :a CE, pues
se ha prodUCido un trato discriminatorio sin causa "azonable­
mente iust.lflcada pa,ra el sjndk..ato demandante.

En virtud de todo ello se solicita la declaración de nulidad
de la sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 27 de julio
dE' ]QB3 Y el reconocimiento dE!1 derecho de la F~derAci6n Estfltal
de BRnca y Ahorro de ceoo a formar parte de la comisión para
la negociflción del capitulo Vl del XIII Convenio Cnl8c1 ;V" de
Cajas de Ahorro, restableciéndole en el mismo por :ser "I'-"·iV8­
ción de su df>recho fundamental de libertad sif"ldica1.

Tercero.-La Serción primera de este TC acordó por providen­
cia de 16 de noviembre admitir a trámite la demanrlq de amparo
y requerir al Tribunal Central de Trahaio y a la Mlle'ist;-Atllfa
de Trabajo número 18 de MAdrid para lfl remi"ión d('- hs Rctua­
clones y el emplazamiento de las partes. Practicado ello, se per-


